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REGULACIÓN DEL GAS: PASADO PARA LA PUNTA 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

 

 
A comienzos de marzo ingresó al Congreso un proyecto de ley que modifica la ley de 
servicios de gas. El proyecto se enmarca dentro de la Agenda de Energía que 
comprometió el envío durante el primer trimestre del año 2015 de una propuesta 
legal para regular la fijación tarifaria del mercado de distribución de gas de red, con 
el objeto de resolver los vacíos legales existentesi. Ello llevó a proponer una serie de 
cambios a la ley, siendo particularmente relevante aquel que virtualmente cambia el 
ordenamiento existente, desde la libertad tarifaria en el mercado de la distribución 
de gas de red a un régimen de rentabilidad máxima permitida. 
 
De acuerdo a la Ley de Servicio de Gas vigente (DFL N° 323/1931 y modificaciones 
posteriores), las empresas que realicen suministro de este producto a consumidores, 
o entre sí, fijarán los precios o tarifas del suministro de gas y de los servicios afines 
que correspondan (art. 30°), es decir, existe libertad de precios en este mercadoii. 
Ahora bien, la ley también establece que el Tribunal de Defensa de la Libre 
Competencia (TDLC) podrá emitir una resolución solicitando al Ministerio de Energía 
la fijación de las tarifas del suministro de gas y servicios afines cuando a lo menos se 
demuestre que con el sistema tarifario que haya establecido la empresa 
concesionaria para el servicio público de distribución de gas, los ingresos de 
explotación que se produzcan a lo largo de un año calendario le permiten obtener 
una tasa de rentabilidad económica superior en cinco puntos porcentuales a la tasa 
de costo anual de capital (art. 31°), la que a su vez no puede ser inferior a 6% (art 
32°). 
 
El Decreto con Fuerza de Ley (DFL) N° 323 en sus artículos 30 y siguientes establece 
los presupuestos generales para una eventual fijación tarifaria, pero quedó 

 A comienzos de marzo ingresó al Congreso un proyecto de ley que modifica la ley de servicios de 
gas con el objeto de resolver los vacíos legales existentes. 
 

 Si bien la iniciativa tiene aspectos positivos, va más allá y pretende establecer un régimen de 
rentabilidad máxima, so pena de fijación tarifaria, aun cuando no consta que las condiciones del 
mercado de la distribución de gas de red lo ameriten. 
 

 Una regulación adecuada debe proteger a los usuarios o consumidores finales, alentando a su vez 
las inversiones en estos sectores. 
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pendiente la dictación de los decretos con fuerza de ley que debían establecer el 
procedimiento para aplicar la fijación tarifaria cuando sea requerido, la metodología 
de chequeo de rentabilidad y la determinación del costo de capital, entre otros. Lo 
anterior revela que efectivamente existen vacíos regulatorios que deben ser 
resueltos; no así la necesidad de introducir cambios estructurales a la legislación 
existente. El proyecto de ley aborda estas ausencias con propuestas que, tendiendo 
aspectos discutibles, apuntan en la dirección correcta. Sin embargo, y probablemente 
en respuesta a la mediática arremetida que tuvo el Ministro de Energía en contra de 
las empresas del sectoriii, excede los cambios necesarios para perfeccionar la 
legislación vigente, traspasando la delgada pero imperiosa línea de lo prudente.   
 
CONTENIDO DEL PROYECTO 
  
1. La propuesta mantiene la libertad tarifaria para las empresas concesionarias de 
distribución de gas de red, sujeta a una tasa máxima de rentabilidad económica que 
será controlada por la autoridad a través de un chequeo anual de rentabilidad. Sólo 
la Región de Magallanes y la Antártica Chilena mantendrán un régimen de 
tarificación permanente.  
 
2. Se define una metodología de cálculo para el chequeo de la rentabilidad, 
teniendo como parámetro el de una empresa real corregida con criterios de 
eficiencia. La Comisión Nacional de Energía (CNE) licitará cada 4 años un estudio para 
fijar los bienes eficientes de la empresa concesionada y los criterios de eficiencia para 
la depuración de los costos de explotación e inversión de la misma. Se aumenta 
además de 1 a 3 años el horizonte de tiempo para el chequeo de la rentabilidad 
anual. Se establece que las empresas podrán observar el Informe Preliminar que 
elabore la CNE y eventualmente recurrir al Panel de Expertos. 
 
3. Se define una rentabilidad máxima permitida, equivalente a la tasa de costo de 
capital (TCC, cuyo piso se mantiene en 6%), más un margen de tres puntos 
porcentuales. La TCC se calculará cada 4 años por la CNE en base a un estudio licitado 
por ella, pudiendo resolverse las discrepancias ante el Panel de Expertos. 
 
4. Se establece la aplicación del régimen de fijación tarifaria por el solo ministerio 
de la ley cuando una empresa exceda la rentabilidad máxima permitida. 
 
5. La fijación tarifaria, en caso que corresponda efectuarla, tendrá fijado en la ley el 
procedimiento y metodología de fijación tarifaria para los servicios de gas y servicios 
afines. Se diferencia para ello dos componentes de la tarifa: el valor del gas al ingreso 
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del sistema de distribución (VGISD) y el valor agregado de distribución del gas (VAD), 
los que serán determinados en base a un estudio de costos a realizarse por una 
empresa consultora contratada por la CNE mediante licitación pública. Las bases del 
estudio podrán ser observadas y sujetas a discrepancias por la empresa distribuidora 
y usuarios e instituciones interesadas ante el Panel de Expertos. El estudio permitirá 
a la CNE elaborar un Informe Técnico, también reclamable ante el Panel de Expertos, 
dando origen a las tarifas que tendrán una vigencia de 4 años. 
 
6. Se mantiene rol del TDLC como órgano competente para terminar el régimen de 
fijación tarifaria y volver a la libertad de precios en caso de considerar que existen las 
condiciones de competencia para ello. 
 
7. Se establece un mecanismo de compensación a los consumidores en caso que se 
exceda la rentabilidad máxima fijada por la Ley, devolviendo a los clientes el monto 
equivalente al exceso obtenido en proporción al volumen de gas facturado durante el 
último año calendario. 
 
8. Se aumenta el límite de consumo para determinar cuáles clientes quedan 
sujetos a regulación de precios, elevándola de 100 gigajoules mensuales a 10.000 
gigajoules/mes. Se define que quienes consuman entre 2.000 y 10.000 
gigajoules/mes podrán optar por tarifa regulada o precios libres. 
 
9. Se extiende las atribuciones del Panel de Expertos Eléctricos al mercado del gas, 
para resolver controversias en materias tarifarias y de chequeo de rentabilidadiv.  
 
EL TEMA DE FONDO 
 
La regulación tarifaria se justifica ante la presencia de monopolios naturalesv, puesto 
que para evitar el abuso de poder de mercado que esta condición otorga a las 
empresas, se les fuerza -por la vía de la fijación de precios- a comportarse como si 
estuvieran en un mercado competitivo. En efecto, en los mercados regulados, la 
autoridad busca emular la competencia perfecta (hacer como si se tratara de un 
mercado competitivo), situación que observamos en Chile en los mercados del agua y 
la distribución eléctrica y en ciertas tarifas del servicio de telefonía fija y móvil (cargo 
de acceso).  
 
Una regulación adecuada debe proteger a los usuarios o consumidores finales, 
alentando a su vez las inversiones en estos sectores. Eso exige un correcto cálculo 
tarifario que permita simular un resultado competitivo y garantizar una rentabilidad 
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adecuada para los proyectos de inversión. La hipótesis básica -hay que repetirlo- es 
que existan condiciones de monopolio natural en el mercado, puesto que ello 
justifica la regulación tarifaria que evita que se ejerza un abuso de poder de 
mercadovi. Distinto, en cambio, es el caso cuando se somete a regulación tarifaria 
mercados cuya estructura no corresponde a la de un monopolio, lo que no sólo 
puede generar un daño patrimonial significativo, sino que además eleva la 
percepción de riesgo regulatorio, perjudicando el desarrollo futuro del sector. 
 
En el caso del mercado de gas de red existen importantes antecedentes para 
descartar una condición monopólica, salvo en la Región de Magallanes. El principal 
dice relación con la existencia de productos sustitutos, lo que impide en la práctica 
que exista poder de mercado. En efecto, el consumo de gas natural (GN) o gas de red 
responde a una demanda por energía derivada de los usos, cuya finalidad es cocinar, 
calentar agua, calefaccionar el hogar u establecimiento y/o realizar alguna actividad 
comercial o industrial. Lo anterior revela que el insumo utilizado puede variar, siendo 
únicamente relevante el lograr los objetivos finales al menor costo posible. El gas de 
red cumple tales características al proveer la energía, pero no está solo en el 
mercado; igual función cumplen también el gas licuado del petróleo (GLP), la 
parafina, la electricidad, la leña y biomasa, el diesel, etc. En otras palabras, el gas de 
red compite con una variedad de sustitutos que permiten satisfacer las mismas 
necesidades. 
 
Junto a la posibilidad de reemplazo entre combustibles, la sustitución existente se 
refleja en que los precios del GN siguen de cerca los precios de GLP (que, a su vez, 
dependen de las fluctuaciones del precio del petróleo), dado que resultaría imposible 
sostener una diferenciación mayor sin perder clientes a favor del combustible 
alternativo. Los bajos costos de cambio de distribuidor o de producto (que además 
son asumidos por las empresas proveedoras) tampoco son un impedimento para 
ello. En síntesis, existiendo sustitutos del gas de red a precio competitivo, no es 
posible considerar que se trata de un mercado monopólico pues existen múltiples 
alternativas a este combustible.   
 
Desde el punto de vista de la oferta, la condición de monopolio natural supone que 
los costos medios unitarios son decrecientes, lo que tampoco se cumple para la 
distribución de gas de red en Santiago y otras ciudades del país. Lo anterior deriva del 
hecho que proveer a un número creciente de clientes puede tener economías de 
densidad para ciertas zonas, pero una vez que se expande el área de cobertura, los 
costos se vuelven creciente como consecuencia de la extensión de la ciudad, la baja 
penetración y el reducido nivel de consumo. Un estudio de A. Galetovic y R. 
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Sanhuezavii demuestra que si se quisiera satisfacer toda la demanda por gas en 
Santiago a través de la distribución de gas por red, los costos serían muy superiores a 
los que se observan actualmente (donde convive el gas por red y el gas licuado). 

 
GRÁFICO 1: PRECIOS DEL GNL Y DEL GLP EN LA REGIÓN METROPOLITANA 

La competencia en el mercado residencial se refleja en el comportamiento de los precios 

  
Fuente: Elaboración propia con datos de la CNE. 
 
Distinto es el caso de Magallanes, donde el alto nivel de consumo por hectárea sí 
convierte este mercado en un monopolio natural puesto que nadie puede competir 
con los bajos costos de la provisión del gas de red. Se trata, en consecuencia, de 
condiciones disimiles que, por cierto, podrían cambiar en el tiempo, razón por la cual 
la ley vigente admite un proceso de evaluación que ajuste la regulación a las 
condiciones de competencia imperantesviii.  
 
Con todo, resulta clave entender que en el mercado de distribución de gas de red hay 
un problema de competencia eventual, pero no a todo evento.  Puede haber falta de 
competencia (caso Región XII) o no (resto del país), dependiendo del nivel de 
demanda, del ingreso de la población, de las regulaciones y, muy especialmente, de 
las estructuras de costos de las distintas alternativas. Eso es precisamente lo que 
debe analizar el TDLC en cada mercado, para determinar si conviene mantener el 
régimen libre o no. 
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El mensaje del proyecto de ley también reconoce que si bien la infraestructura (redes 
de trasporte y distribución) asociada al mercado de gas de red genera economías de 
red similares a las industrias que gozan de economías de escala y de densidad, “esta 
industria enfrenta cierta presión competitiva (imperfecta, por cierto)”, puesto que 
existen otras distribuidoras de fuentes energéticas sustitutas. Aunque hace alusión a 
los costos de cambio- que considera constituirían barreras de entrada -concluye que 
el mercado de gas de red “no llega de modo general al punto de pasar directamente 
a una intervención regulatoria ex ante, especialmente en materia como el 
establecimiento de un mecanismo de fijación tarifaria”. En consecuencia, el proyecto 
propone mantener la libertad tarifaria, pero con una intervención ex post en caso de 
verificarse que la empresa concesionaria de distribución de gas de red haya 
sobrepasado las rentas “que serían propias de un mercado competitivo”. Ello deviene 
en la práctica en una fijación de tarifas máximas, a pesar de no mediar justificación 
suficiente para ello.  
 
Un antecedente adicional que amerita atención es el reciente informe emitido por el 
TDLC en materia de fijación tarifaria para este mercado. Un aspecto clave, es que el 
Tribunal reconoce como una medida excepcional en nuestro derecho la regulación 
tarifaria, por lo cual “el legislador no la hizo depender únicamente de la existencia de 
ciertos niveles de rentabilidad -que no necesariamente son ilícitos- sino del análisis 
de competencia efectuado por este Tribunal”ix. Lo anterior es muy importante, pues 
confirma que son las condiciones de competencia, más amplias que un chequeo de 
rentabilidad, las que justifican las potestades otorgadas para intervenir en los 
procedimientos tarifarios de las distintas industrias reguladas. Esto es 
particularmente relevante para la tramitación del proyecto de ley del Ejecutivo que 
pretende modificar la legislación vigente, puesto que no sólo introduce cambios 
legales necesarios para llenar los vacíos existentes -lo que está muy bien- sino que 
establece la aplicación de la fijación tarifaria por el solo ministerio de la ley cuando 
una empresa exceda la rentabilidad máxima permitida. Eso, claramente contradice lo 
señalado por el Tribunal, que es el órgano competente en esta  materiax. 
 
ASPECTOS PARTICULARES DEL PROYECTO DE LEY 
 
Existen vacíos regulatorios derivados del hecho que nunca se promulgaron los DFL 
que definían criterios, metodologías y procedimientos a aplicar para efectos de 
determinar el chequeo de rentabilidad y establecer, en caso de ser necesario, la 
fijación tarifariaxi. El proyecto de ley se hace cargo de la necesidad de completar la 
regulación vigente, lo cual resulta positivo. No obstante, hay una serie de aspectos 
específicos del proyecto de ley que ameritan mayor discusión. 
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Obligación de suministro: se mantiene la obligación de suministro pero prohibiendo 
a las empresas a cobrar por la conexión el empalme, y rotura y reposición de 
pavimento (actualmente con un límite máximo de 20% sobre el costo). Lo anterior 
podría ser complejo para una actividad que tiene la obligación de suministro y que 
enfrenta la competencia de sustitutos, puesto que podría obligarle a financiar 
inversiones no rentables (solicitudes de conexión que luego consumen poco).  
 
Sistema Tarifario Único: el proyecto de ley reemplaza la exigencia actual que 
establece la no discriminación entre clientes de un mismo sector de distribución y 
con consumos de similares características por una propuesta más restrictiva, la que 
exige un único sistema tarifario aplicable a todos los clientes, a menos que existan 
diferencias objetivas y significativas en el costo de proveer el servicio entre distintas 
zonas geográficas. Esta exigencia no permite diferenciar entre distintos tipos de 
clientes (como industriales vs residenciales) o entre distintas zonas, salvo que se 
funde en diferencias de costos. Ello limita las posibilidades de recuperar la inversión 
en una actividad que presenta altos costos conjuntos. En efecto, la teoría económica 
enseña que en industrias con elevados costos conjuntos, si se les vende a todos a 
igual precio, probablemente no se logre maximizar la cantidad vendida (ineficiente) y 
muchos quedarían fuera del mercado; luego, se requiere discriminar precios para 
maximizar la cantidad transadaxii. 
 
Menor rentabilidad: se propone rebajar la tasa de rentabilidad económica máxima a 
tres puntos porcentuales sobre la tasa de costo de capital, lo que representa una 
reducción de 2 puntos porcentuales respecto de la rentabilidad considerada en la ley 
vigente para eventualmente gatillar el proceso de análisis del TDLC. Lo anterior 
podría resultar razonable, pero no aparece fundado en un análisis financiero ni 
económico. Lo cierto es que la rentabilidad considerada, tanto en la ley vigente como 
en el proyecto presentado, busca permitir que en promedio las empresas alcancen 
una rentabilidad cercana a la tasa de costo de capital, puesto que la variabilidad 
existente conlleva alcanzar algunos años tasas muy por debajo del máximo 
permitido. En este sentido, resulta razonable que la tasa de rentabilidad se calcule 
como el promedio simple de las rentabilidades anuales obtenidas en los últimos tres 
años y no en forma anual como establece la ley vigente. La respuesta pendiente se 
refiere al nivel de la tasa de rentabilidad que resulta razonable. 
 
Compensación a usuarios: el proyecto introduce un mecanismo de compensación a 
los consumidores en caso que se exceda la rentabilidad máxima fijada por la Ley. Lo 
anterior no sólo es discutible, sino que tiene consecuencias prácticas, toda vez que 
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exige devolver a quienes han consumido gas de red durante el último año, siendo 
que la rentabilidad máxima pudo haber sido superada en cualquier de los tres años 
previos. Además, cabe anticipar discrepancias entre regulado y regulador respecto 
del monto y normas de reliquidación, pero el proyecto de ley no las contempla (las 
tareas recaen unilateralmente en la CNE y la Superintendencia de Electricidad y 
Combustibles). 
 
Clientes regulados: se aumenta el universo de clientes regulados, desde quienes 
consumen hasta 100 gigajoules/mes a 10.000 gigajoules/mes, lo que resulta 
excesivo. Si bien es cierto que consumos de 100 gigajoules/mes resultan insuficientes 
para cubrir la totalidad de los clientes residenciales, un universo como el propuesto 
incluiría prácticamente a todo el mercado  industrial, lo que no parece razonable en 
consideración al mayor poder de negociación que tienen estos agentes frente a las 
distintas alternativas de combustibles). Adicionalmente, las tarifas de residenciales 
suelen ser más elevadas que las de industriales; luego, un cálculo tarifario que 
considere todo el universo de clientes podría dejar fuera a un grupo importante de 
consumidores industriales que optarían por sustituir el gas como fuente energética y 
arriesgar el principio de autofinanciamiento, si se calculan tarifas para una demanda 
que ex post no se materializa. 
 
Valor del gas: para efecto de la fijación tarifaria, se establece que el cálculo del valor 
del gas al ingreso del sistema de distribución (VGISD) deberá reflejar los precios y 
condiciones de reajustabilidad de los contratos de compra de gas celebrados por la 
empresa concesionaria, salvo que se considere que estos no reflejan una gestión de 
compra o producción económicamente eficiente, de acuerdo a las condiciones de 
mercado vigente al momento de la suscripción de dichos contratos. Lo anterior es 
complejo para empresas integradas verticalmente (participan del abastecimiento y 
distribución de gas) pues les obliga a realizar un “pass through” del valor del gas, 
constituyendo una suerte de expropiación de rentas de un negocio relacionado, 
como es la provisión de gas. El proyecto establece para estos casos una excepción, 
cual es que cuando la empresa concesionaria considere que su gestión de compra es 
más eficiente que las condiciones de mercado, podrá solicitar fundadamente a la CNE 
que se valorice el gas al precio correspondiente a la gestión eficiente de acuerdo a las 
condiciones de mercado. Lo anterior podría ser una soluciónxiii, aunque no elimina la 
incertidumbre que ello introduce en la actividad. Lo cierto, en todo caso, es que no 
resulta fácil establecer un sistema de valoración del gas que no conlleve riesgos de 
discrecionalidad. 
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Usuarios e instituciones interesadas: el proyecto establece que usuarios e 
instituciones interesadas podrán participar de la fijación tarifaria, realizando 
observaciones a las bases técnicas y administrativas, al estudio de costos y presentar 
discrepancias ante el Panel de Expertos y recibir información del proceso. Resulta 
importante que los procesos tarifarios permitan la participación de usuarios e 
instituciones interesadas; no obstante, parece razonable que esta participación se 
limite a la entrega de antecedentes y eventualmente a su intervención en las 
audiencias, no así en la determinación de exigencias que se imponen al regulado. El 
proyecto admite que, en caso de dirimir diferencias en el Panel de Expertos, este 
último pueda optar por lo propuesto por los usuarios e instituciones interesadas, 
cuando en otros mercados regulados se limita a lo formulado por el regulador y el 
regulado, lo que parece más adecuado, sobre todo en este sector donde el Panel 
estará obligado a optar por el valores globales de VAD y VGISD. 
 
CONCLUSIONES 
 
El proyecto contiene aspectos positivos pues completa la regulación vigente en una 
serie de materias que es necesario hacerlo. Sin embargo, la propuesta del Ejecutivo 
va más allá y pretende establecer régimen de rentabilidad máxima, so pena de 
fijación tarifaria, aun cuando no consta -y más bien parece descartable- que las 
condiciones del mercado de la distribución de gas de red lo ameriten. Este tema 
central y otros aspectos específicos del proyecto deberán ser discutidos en el 
transcurso de la tramitación legislativa para procurar un marco regulatorio 
consistente con el necesario desarrollo del sector. 
 
 

                                                           

i
 Agenda de Energía (mayo del 2014), Eje 02, medida #3.1. 
ii
 Lo anterior aplica como norma general, a excepción de la Región de Magallanes y de la Antártica Chilena 

donde la ley definió la necesidad de fijar las tarifas en forma permanente, dada la condición de monopolio 
natural del mercado de distribución de gas de red que caracteriza a esta región. 
iii
 Recuérdese que el Ministro de Energía acusó públicamente a una empresa de gas (Metrogas) de haber 

superado el límite de rentabilidad que permite la ley (El Mercurio, 16/10/14), pese a que la legislación actual 
no establece un límite legal de rentabilidad para definir las tarifas a cobrar, sino solo un umbral que 
eventualmente gatilla un proceso de regulación tarifaria si así lo determina el TDLC.  A ello se sumaron otras 
declaraciones del Ministro Pacheco, como “Vamos a controlar más a los amigos distribuidores de gas que 
compran a US$ 9,5 y venden a US$ 30. Eso es lo que se quiere monitorear y vamos a hacer algo al respecto” 
(Diario Financiero, 8/5/14). 
iv
 Tal como se ha señalado, podrá reclamarse ante el Panel de Expertos materias relativas a la metodología y 

cálculo de la TCC; chequeo de rentabilidad e informe cuatrienal de la CNE que defina bienes de la empresa 
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que sea considerados eficientes; y las bases técnicas del estudio de costos y resultados de los respectivos 
procesos tarifarios. 
v
 Los monopolios naturales se caracterizan por tener fuertes economías de escala o densidad que le 

permiten reducir los costos medios unitarios a medida que aumenta la producción. 
vi
 El monopolista no es tomador de precios pues él enfrenta toda la demanda del mercado, con pendiente 

negativa, lo cual le permite determinar el mix de precio y la cantidad a producir que maximice sus ingresos. 
El problema es que este resultado genera una pérdida social (se producen menos unidades de las 
socialmente deseables), dado que la suma de excedente del consumidor y del productor no se maximiza. 
vii

 A. Galetovic y R. Sanhueza, ¿Es monopolio natural la distribución de gas de red?, en 
www.brevesdeenergía.com  (7 enero 2015).  
viii

 Cabe recordar el caso de la telefonía fija que, siendo una red, no cumple las condiciones de monopolio 
natural. Una vez que se masificó la telefonía móvil, sustituto de la fija, esta última dejó de cumplir con las 
condiciones de monopolio que la caracterizaban y que ameritaba la fijación tarifaria, lo que llevó a liberar 
sus precios a público. 
ix
 Informe Nº 12/2015 del TDLC, Considerando 6.4. 

x
 Llama la atención que el proyecto de ley mantenga la atribución de terminar el régimen de fijación tarifaria 

en el TDLC, puesto que ello admite implícitamente que son las condiciones de competencia las que definen 
la libertad o regulación tarifaria, no simplemente un indicador de rentabilidad. 
xi
 Dichos DFL estaban establecidos por el artículo 2° de la ley 18.856 de 2 de diciembre de 1989. 

xii
 Un buen ejemplo es el de los pasajes aéreos. El viaje de cada uno vale lo mismo en términos de costos de 

producción. Si cobro a todos por igual, viajan pocos. Necesito el volumen de los con baja disposición a pagar 
y el excedente de aquellos con alta disposición a pagar. El mayor porcentaje del costo fijo (costo conjunto) 
se lo asigno al que tiene mayor disposición a pagar (demanda más inelástica). 
xiii

 La base debiera ser la justa remuneración a la actividad de abastecimiento, con sus respectivos riesgos y 
activos involucrados. 
 


